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1.	 Introducción

En el lenguaje de los siglos XVI a XVIII, las palabras “acusación” e “inquisición” no tuvieron 
un sentido unívoco. No obstante, en la tradición jurídica relativa al proceso penal – que cons-
tituyó la sede materiae donde desarrollaron su función técnica específica – los términos acu-
sación e inquisición permitían identificar y discernir sendos modos de proceder en los juicios 
criminales. Es este uso técnico procesal el que aquí habrá de interesarnos principalmente, sin 
perjuicio de las referencias que debamos hacer a otros posibles significados. 

La historiografía ha dado acabada cuenta del origen canónico de las normas que, durante 
la transición a la Baja Edad Media, transformaron definitivamente los modos de hacer justi-
cia, desarrollando formas procesales que sirvieron, a su vez, de modelo para el derecho secular 
en todo Occidente. La labor legislativa de Inocencio III (1198-1216), las disposiciones adopta-
das en el IV Concilio de Letrán (1215) y la recepción de estas innovaciones en las Decretales 
de Gregorio IX (1234) se consideran hitos fundamentales en la historia del derecho procesal. 
Desde entonces, las formas de litigio que habían predominado en el mundo altomedieval 
(siguiendo una variada mezcla de tradiciones germánicas y romanas cristianizadas) comenza-
rían a ceder terreno frente a las “reformas radicales” emprendidas por la Iglesia y difundidas 
por Europa a partir del siglo XIII.1

La ciencia jurídica medieval, coetánea a esas transformaciones, abordó el estudio del proce-
so judicial sobre la base de los textos romanos y de los cánones sancionados en ese período.2 
Los juristas sostuvieron desde entonces que los procesos criminales podían instruirse por tres 
modos: acusaciones, inquisiciones (o pesquisas) y denunciaciones. La triple distinción cons-
tituyó un axioma procesal que, además de su desarrollo doctrinal, abría las dos secciones de 
leyes más significativas en materia penal para la tradición hispana: el título I del libro V de las 
Decretales (De accusationibus, inquisitionibus & denuntiationibus) y el título I de la Partida VII 

	 *	Este artículo forma parte del Diccionario Histórico de Derecho Canónico en Hispanoamérica y Filipinas 
(S. XVI-XVIII) que prepara el Max-Planck-Institut für europäische Rechtsgeschichte.

	 **	Alejandro Agüero es investigador en el Centro de Investigaciones Jurídicas y Sociales UNC/CONICET 
(Argentina).

	 1	Con carácter general, Esmein (1882), págs. 66-134; Salvioli (1969), págs. 356-357; Berman (1996), pág. 
263-266. Para el caso castellano, Alonso Romero (1982), págs. 13-63; Vallejo (1985), págs. 612-644.

	 2	Un panorama de la literatura que se ocupa de la materia procesal en ese contexto, para los temas que aquí 
interesan, en Pérez Martín (1981), págs. 203-214 y Pérez Martín (1999), págs. 27-33.
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(De las acusaciones … et de los denunciamientos et del oficio del judgador que ha a pesquerir …).3 
El uso del plural servía para denotar la diversidad de matices y subespecies que los autores 
reconocían dentro de la disciplina de cada instituto. 

De los tres elementos de la fórmula, la acusación y la inquisición terminarían por identifi-
car, como se ha dicho, sendos tipos procesales conocidos en la doctrina contemporánea como 
los modelos “acusatorio” e “inquisitivo”, respectivamente. La denuncia, en cambio, no tuvo la 
misma trascendencia. Aun cuando en materia canónica tuvo un sentido específico vinculado 
a su originaria finalidad correctiva (la denuncia evangélica), el modo de iniciar un juicio por 
denuncia no se proyectó en la configuración de un tipo procesal independiente; en todo caso, 
en su faz más conocida, operó como una de las maneras de iniciar un proceso por inquisición. 
Por estas razones, trataremos aquí sólo de las acusaciones y las inquisiciones, dejando el estu-
dio de la denuncia para la entrada correspondiente. 

Pese a la aparente rigidez con que la doctrina sostuvo, en el plano teórico, aquella tríada de 
categorías, debemos tener en cuenta que el uso de los términos fue variando con el correr de 
los siglos. La doctrina y el estilo de los tribunales fueron imponiendo cambios a los esquemas 
medievales que terminaron por configurar formas procesales mixtas, desdibujando en buena 
medida la nítida frontera originaria entre inquisición y acusación. Como consecuencia de 
esa dinámica, el término acusación fue utilizado a veces como sinónimo de denuncia y otras 
como referencia genérica para hablar del régimen de la acción penal sin mayores precisiones. 
Estos cambios ya se habían consolidado para el tiempo de la colonización, aun cuando los 
textos legales de referencia fueran siempre los mismos. Al interpretar estos textos, los juristas 
daban cuenta de las variaciones introducidas por vía de estilo o costumbres. El Cursus de Mu-
rillo Velarde nos ofrece un buen ejemplo de esta función de la literatura jurídica, por lo que 
habremos de tomarlo como guía principal – sin perjuicio de otras fuentes – para comprender 
el sentido técnico de los términos acusación e inquisición, tal como podían presentarse a los 
ojos de un canonista de la primera mitad del siglo XVIII.

2.	 Acusación

El término acusación, de origen latino, se ha utilizado en sentido coloquial para designar la 
atribución o manifestación de un delito ante la autoridad. “El acto de acusar a otro”; así co-
menzaba la definición del diccionario de la Real Academia de 1726, al tiempo que “Acusar” 
aparecía definido, en esa misma sede, como “Delatar, decir, y manifestar el delito y acción 
mala, o que se tiene por tal y por digna de castigo, ante el juez, ù otra persona a quien compe-
ta”.4 En este uso se planteaba, precisamente, aquella sinonimia que hemos señalado con la voz 

	 3	X 5, 1,1 en: Corpus juris canonici (1583), Vol. 2 col. 1574; Las Siete Partidas, Partida VII, tít. 1, De las 
acusaciones que se facen sobre los malos fechos, et de los denunciamientos et del oficio del judgador que 
ha a pesquerir los malos fechos.

	 4	Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Castellana, Tomo I, Imprenta de la Real Academia 
Española por la viuda de Francisco del Hierro, Madrid, 1726, p. 76.
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“denunciación” que, para el mismo diccionario, se definía como la “manifestación o aviso que 
se da de alguna cosa”, con especificación de que en materia “forense” se refería a la “acusación 
ù delación que se da en juicio contra alguna persona, por el delito que se dice ha cometido”.5 

Dentro del uso coloquial -que parecía remitir siempre a una noción de adjudicación a 
otro-, cabría todavía hacer una precisión propia del lenguaje penitencial, donde la voz acu-
sación admitía un uso relativo a la auto-adjudicación que tenía lugar en la confesión sacra-
mental. Recordemos que en el núcleo de su definición aparecía una referencia a la “accusatio 
pecatoris de suis peccatis dolorosa”, para dar cuenta de la manifestación que el penitente hacía 
ante el confesor. Las instrucciones para confesores ofrecían una serie de criterios relativos a 
la forma en que debía realizarse esa acusación para un correcto ejercicio del sacramento.6

No obstante la señalada polisemia del término, cuando los juristas de la edad moderna 
abordaban la materia penal (inclusiva por entonces de aspectos que hoy diríamos procesales 
y sustantivos), continuaban evocando el esquema tripartito de las Decretales y Las Partidas; 
aun a pesar de todas las transformaciones impuestas por vía de estilo o costumbre, dicho 
esquema conservó su condición de postulado básico en el tópico relativo a los juicios crimi-
nales. Era precisamente en esta sede, en la referida a los modos de juzgar los delitos, donde el 
término acusación conservaba todavía parte del sentido estricto que le habían dado las fuen-
tes medievales. Frente a la cuestión relativa a los modos de proceder “criminaliter”, la primera 
afirmación doctrinal remitía al postulado que encabezaba el texto canónico: “& quia triplici-
ter solent deduci in judicium delicta, scilicèt per accusationem, inquisitionem, & denuntiationem, de 
his nunc ordine in rubrica praescripto agendum est.”7 

La fórmula tripartita seguía así ofreciendo el punto de partida teórico para organizar la 
exposición. El enunciado doctrinal abría el análisis de un texto canónico que comenzaba, a su 
vez, legislando sobre la condición de legitimidad que debía satisfacer el acusador (si legitimus 
non fuerit accusator non fatigetur accusatus) para incoar un proceso por acusación.8 El orden 
de los cánones, como el orden de los términos en la fórmula, reflejaba quizás el carácter pre-
valente u ordinario que el proceso por acusación había tenido en el esquema original, frente 

	 5	Real Academia Española, Diccionario de la Lengua Castellana, Tomo III, Imprenta de la Real Academia 
Española por la viuda de Francisco del Hierro, Madrid, 1732, p. 72.

	 6	Para la definición de confesión, como acusación dolorosa que hace el penitente de sus yerros, Peña Mon-
tenegro, Itinerario, Libro III, Trat. III, Preámbulo, párr. 7, pág. 300 Sobre el modo en que deben acusarse 
los pecados durante la confesión, véase en el mismo lugar, la Sección XV, págs. 316-318. El célebre Manual 
de Azpilcueta, por su parte, define la confesión como “acusación secreta, con que el pecador se acusa de 
sus pecados al sacerdote propio, para que lo absuelva dellos sacramentalmente, Azpilcueta, Manual de 
confesores, Cap. II, pág. 19. Sobre la forma de esa acusación, véase Cap.V. Que el confessor es obligado a 
preguntar al penitente, y la prudencia, de que acerca dello deve usar, págs. 29-30.

	 7	 “… porque de tres maneras se suelen llevar los delitos a juicio, a saber, por acusación, por inquisición y 
por denuncia, de las que ahora debemos tratar, en el orden arriba enunciado”. Murillo Velarde, Cur-
sus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. No. 1, pág. 129. Salvo discrepancia de criterio, seguimos la traducción 
castellana publicada por El Colegio de Michoacán y la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional 
Autónoma de México, bajo la coordinación de Alberto Carrillo Cázares, 4 vols., México, 2004-2005.

	 8	X 5, 1,1 en: Corpus Juris Canonici, (1583), Vol. 2 col. 1573.
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al carácter subsidiario o extraordinario con el que parecía haberse concebido el proceso por 
inquisición de acuerdo a la literalidad de los cánones medievales.9

Como postulado teórico, a pesar del tiempo trascurrido y de los cambios impuestos por 
la práctica, la doctrina siguió usando aquella fórmula hasta finales del antiguo régimen. Así 
como Murillo Velarde se valía de ella para comentar el texto de las Decretales, también la en-
contramos en obras casi coetáneas, de mayor alcance, como la Práctica Universal Forense de 
Elizondo, por poner un ejemplo significativo. Al abordar la materia penal, Elizondo explica-
ba que la instrucción de todo juicio criminal podía realizarse “por uno de tres medios, ó por 
inquisición; ó por acusación; ó por denunciación”. De acuerdo con este autor, la Iglesia había 
dado pautas a los Jueces Eclesiásticos sobre cada uno de esos procedimientos, prohibiéndoles 
que se apartaran de ellas. Para sostener esta afirmación, Elizondo remitía, sin más, a las dispo-
siciones del IV Concilio de Letrán, trazando así un puente entre su época y el contexto de las 
reformas medievales.10 

A pesar de la persistente vigencia de las normas medievales, es posible interpretar que la 
sutil alteración en el orden de los términos que presenta Elizondo, anteponiendo la inquisi-
ción a la acusación, quizás fuera un signo de la tendencia generalizada a la expansión de las 
causas ex officio. Si bien la inquisitio había sido concebida como un remedio subsidiario, se ha 
sugerido que aquella tendencia a la expansión de las causas de oficio se puede remontar hasta 
el momento mismo en que las Decretales convirtieron al procedimiento por inquisición en 
una alternativa disponible para cualquier magistrado ordinario, cuando antiguamente sólo 
había sido utilizada por vía de comisión. Sobre esta hipótesis, se ha sostenido que la inqui-
sición condujo progresivamente a la desaparición de la acusación, cediendo ésta su lugar a 
la “denuntiatio” como forma de iniciar un proceso inquisitivo.11 De todas maneras, debemos 
entender esa “desaparición” como constatación de una menor incidencia en la praxis forense, 
y no como una derogación normativa, de allí que los juristas siguieran tratando de ella en 
sus exposiciones y que incluso, con los cambios introducidos por la costumbre, se siguiera 
usando para un grupo reducido de casos, como veremos más adelante.

Murillo Velarde define la acusación, a la que también designa “querella o acción criminal” 
(queremonia, seu actio criminalis), como la “delatio rei criminis apud competentem Judicem ad 
publicam vindictam solemniter facta”.12 Inmediatamente procede a señalar las diferencias con 
la inquisición y la denuncia. En primer lugar, considera los requisitos que debían preceder a 

	 9	Alonso Romero (1982), pág. 24.
	 10	Elizondo, Francisco Antonio de, Práctica Universal Forense de los Tribunales Superiores de España y 

de las Indias, Tomo III, Joachin Ibarra, Madrid, 1783, parágrafo 43.
	 11	Esmein (1882), pág. 76; Salvioli (1969), pág. 359.
	 12	“La acusación, querella o acción criminal es la delación del reo de un crimen, hecha solemnemente ante 

el juez competente, para su castigo público”. Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. 
De accusationibus, Inquisitionibus, et Denuntiationibus, No. 1, pág. 129. Cabe señalar que en el derecho 
medieval castellano, concretamente en el Fuero Real, la voz querella identificaba lo que llamaríamos ac-
ción civil (originada en contratos, deudas, etc.) que no perseguía la imposición de una pena, reservándose 
el término acusación para este segundo caso. Véase Garriga (2010), pág. 325, nota 9. No obstante, en el 
lenguaje de los siglos modernos el término querella resulta válido para ambos tipos de acciones cuando 
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cada modalidad. La acusación exigía la previa “inscriptio ad talionem” del acusador, es decir, el 
compromiso solemne de sufrir la misma pena que hubiera correspondido al acusado, si no 
lograba probar la acusación. Para la denuncia, en cambio, era suficiente que precediera una 
“admonición caritativa” mientras que para la inquisición bastaba con la mala fama o indicios 
del delito. En segundo lugar, Murillo distingue las diversas finalidades de cada modalidad: la 
denuncia canónica aparecía todavía relacionada con un propósito de corrección o enmienda, 
mientras que la acusación y la inquisición se orientaban al bien común mediante el castigo 
del delincuente. Más allá de estas distinciones, era el compromiso asumido por el acusador, 
como parte en el juicio, lo que caracterizaba a la acusación, aun cuando la pena de talión, 
como señala Murillo, hubiera caído en desuso y hubiese sido reemplazada por una “caución” 
suficiente y por la imposición, llegado el caso, de una pena arbitraria.13 

Con aquellas características, el juicio por acusación representaba el ideal de lo que hoy 
conocemos como el modelo acusatorio, esto es, un juicio entre partes en igualdad de con-
diciones, con el juez como tercero imparcial. Incluso la pena de talión se entendía como un 
reaseguro de aquel ideal de equilibrio. Así lo había sostenido Santo Tomás, recordando pala-
bras del Papa Adriano, según las cuales, el que no pruebe aquello de que acusa, sufra él mismo la 
pena que quiso inferir (qui non probaverit quod obiecit, poenam quam intulerit ipse patiatur). El 
argumento de Santo Tomás tenía una estricta connotación procesal: el acusador se constituía 
en parte del proceso en procura de la pena, debiendo el juez ocupar el término medio entre 
aquél y el acusado para asegurar la igualdad entre las partes que exigía la justicia.14 Para la 
doctrina práctica de los siglos modernos, aquel principio se había reducido, sin embargo, a la 
obligación del acusador de “seguir y probar la acusación”.15

Como forma de proceder “criminaliter”, la acusación había sido concebida entonces como 
un juicio entre partes que, a diferencia de la acción civil, procuraba la imposición de una 
pena.16 A esa condición de “parte” del acusador podemos vincular dos aspectos que seguían 
siendo considerados por la doctrina a la hora de caracterizar su régimen específico. El pri-
mero tiene que ver con la solemnidad escrita y los requisitos que debía satisfacer el libelo de 
acusación. El segundo se refiere a las restricciones que el derecho imponía para ser acusador, 
considerando que éste, más allá de las exigencias normales para cualquier acción, asumía un 
compromiso con posibles consecuencias lesivas para su persona y patrimonio. Estas restric-
ciones no afectaban a la denuncia que, en principio, no implicaba compromiso procesal y 

venían iniciadas por particulares. Sobre las dificultades para discernir entre pleito criminal y civil en el 
contexto medieval del Fuero Real, véase Vallejo (1984), págs. 343-374.

	 13	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 1, pág. 129. En el derecho castellano, la pena del talión para el acusador que no podía 
demostrar su acusación se hallaba prevista en la Ley 1, Tít. I, Partida VII. 

	 14	Suma teológica – Parte II-IIae – Cuestión 68, art. 2 y 4.
	 15	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 8, No. 1, pág. 198, citando las leyes 5 y 27, tít. I, 

Partida 7. 
	 16	Para una síntesis del proceso acusatorio regulado en las Decretales, véase Alonso Romero (1982), págs. 

17-21. 
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que sólo en caso de ser manifiestamente maliciosa podía dar lugar a una “pena de calumnia 
evidente”.17 

La necesidad de dar certeza a los hechos objeto del juicio imponía el principio de que la 
acusación fuese escrita, como lo había sostenido también Santo Tomás, evocando un pasaje 
del Decreto de Graciano.18 A pesar de la solidez del principio, la glosa gregoriana a las Par-
tidas recordaba que existían opiniones autorizadas sobre la posibilidad de que la acusación 
fuese dictada ante el juez y el notario.19 Murillo Velarde confirma esta posibilidad, afirmando 
que la acusación podía hacerse también de “viva voz”, con la obligación del notario de asentar 
en acta lo expresado por el acusador.20 En la práctica secular castellana de la edad moderna, 
se admitía una primera acusación a los fines de iniciar una sumaria información, sobre cuyos 
resultados el juez habría de requerir al acusador que interpusiese el escrito de acusación con 
todas las formalidades del derecho.21 

De acuerdo con los textos del Digesto y las Partidas22, Murillo expone los requisitos que 
debía contener el libelo de acusación: el nombre del juez; nombre y apellido de acusador y 
acusado; el delito “in specie” para que pueda el juez mensurar el castigo; el lugar y tiempo de la 
comisión del delito y, por último, la inscripción a la pena de talión. Murillo insiste en que la 
pena de talión se ha dejado de usar, siendo suficiente ofrecer fiadores idóneos o prendas, para 
asegurar la prosecución del juicio y, en su caso, el pago de daños y costas.23 Del juez depende-
ría el monto de la fianza, en atención a las circunstancias subjetivas y materiales del juicio. En 
ocasiones, dicho monto podía operar como un elemento disuasorio más para el acusador.24 
Aunque Murillo no lo menciona, debemos notar que la obligación de afianzar no se aplicaba 
a los indios cuando acusaban a las autoridades, en virtud de los privilegios que gozaban por 
la condición de rústicos y de personas miserables que el derecho les había adjudicado.25 

El otro aspecto vinculado a la condición de parte del acusador tenía que ver, como dijimos, 
con las restricciones para intentar una acusación; el principio se enunciaba afirmando que 
cualquiera podía ser acusador siempre que no lo tuviera prohibido, “por ser edicto prohibi-
torio”.26 En general, las prohibiciones afectaban, por un lado, a quienes eran considerados 

	 17	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 8, No. 14 y 15, pág. 201.
	 18	Suma teológica – Parte II-IIae – Q. 68, art. 2, ad secundum. El texto de Graciano referido es C. 2 q. 8 c. 1. 
	 19	López, Las Siete Partidas, Partida VII, tít. 1, De las acusaciones que se facen sobre los malos fechos, et de 

los denunciamientos et del oficio del judgador que ha a pesquerir los malos fechos; Ley XIV, Como deve 
ser fecha la acusacion. Y allí, la Glosa por escripto. 

	 20	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 1, pág. 129.

	 21	Alonso Romero (1982), pág. 181.
	 22	Digesto, 48, 2, 3; López, Las Siete Partidas, Partida VII, tít. I, ley 14 “Como deve ser fecha la acusacion”.
	 23	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 1, pág. 129.
	 24	En 1761, por ejemplo, un cura acusado de maltrato a unos feligreses en el obispado de Córdoba del Tucu-

mán, pedía al juez que la acusación se afianzase con 500 pesos, monto que, presumiblemente, no estaría 
al alcance de los querellantes. Dellaferrera (2007), pág. 743.

	 25	Solórzano, Política Indiana, Lib. II, cap. XXVIII, No., 39 y 40, pág. 211.
	 26	Así, por ejemplo, Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 8, Nº 2, pág. 198.
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como sujetos con capacidad disminuida (los locos furiosos, los enajenados, los menores de 14 
años – según derecho consuetudinario –, las mujeres, los siervos, los sordos, los mudos de na-
cimiento). Por otra parte, tenían prohibido acusar los que padecían alguna tacha en su honor 
o estaban excluidos de la comunidad (los infames de hecho y de derecho – sólo éstos para el 
derecho civil – los “criminales”, los excomulgados de excomunión mayor; el judío, el pagano, 
el hereje). Además, se excluía a aquellos cuya intención acusatoria podía ser sospechosa (los 
que recibieron dinero para acusar; los que hubieran dado falso testimonio por soborno, los 
enemigos capitales o los manifiestamente hostiles, los que cohabitaban con los enemigos). 
Una norma de carácter prudencial señalaba que quien tuviera ya dos juicios contra reos dife-
rentes no podía acusar nuevamente hasta haberlos terminado.27 Por el equilibrio que debía 
regir el proceso por acusación, se excluía también a los magistrados, a quienes se impedía ser 
acusadores para evitar que con su poder oprimiesen al acusado.28

Todavía había otra serie de exclusiones que se orientaban a preservar vínculos familiares, 
o relaciones de jerarquía naturalizadas. Se prohibían acusaciones entre parientes; de descen-
dientes -aun naturales y bastardos- contra sus ascendientes; de vasallos contra sus señores; de 
discípulos contra maestros; de libertos contra sus amos. Para Murillo estas acusaciones eran 
contrarias a los débitos naturales de gratitud (“contra gratitudinem ipsis debitam, ipsa natura 
hoc dictante”) y se resumían en la regla según la cual “el familiar no puede acusar a aquél de 
quien es familiar”.29 Una particular excepción se hacía en este punto con los obispos y otros 
prelados contra quienes sí se admitía la acusación de familiares, así como de monjes y otros 
frailes, siempre que los acusadores actuaran por el bien de la Iglesia o monasterio y que tanto 
a éstos como a los acusados se les suministraran las costas del juicio si carecían de propio pe-
culio.30 De cualquier manera, el Concilio de Trento protegía a los obispos de posibles calum-
nias, exceptuándolos del deber de comparecer personalmente en casos criminales iniciados 
en su contra (por denuncia, acusación o de oficio) a menos que se tratase de causas por las que 
pudieran ser depuestos de sus cargos.31

Por razones de disciplina, no podían acusar los soldados durante la campaña militar. Tam-
bién por propia disciplina se desaconsejaban las acusaciones de clérigos y religiosos contra 
laicos, pues acusar “no era una intención laudable”; por otra parte, por la prohibición de de-

	 27	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 5, págs. 130-131; Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 8, Nº 3, pág. 199.

	 28	“Magistratus accusare non valet, ne ejus potentia accusatus opprimatur”, Murillo Velarde, Cursus Iuris 
Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denuntiationibus, No. 5, pág. 131. 

	 29	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 5, pág. 131

	 30	“… familiares Episcoporum, etiam Regularium, vel aliorum Praelatorum, ac proindè Monachi, & etiam 
frates Laici vel conversi ad suorum Praelatorum accusationem admittuntur, si agatur de utilitate Eccle-
siae, vel Monasterii, & tàm accusanti, quàm accussato ministrandae sunt expensae ad litem, si proprio 
peculio careant.” Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitio-
nibus, et Denuntiationibus, No. 5, pág. 131.

	 31	El Sacrosanto y Ecuménico Concilio de Trento, Sesión XIII, Decret. De Reforma, Capítulo VI. No se 
cite al Obispo para que personalmente comparezca, sino por causa en que se trate de deponerle, o privarle, págs. 
130-131.
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rramar sangre, los clérigos no podían pretender una pena de esa índole. Eventualmente, sin 
embargo, si se trataba de vindicar una injuria propia, de los suyos o su iglesia, podían hacerlo 
expresando que no buscaban con ello una pena corporal.32 Por último, el delito de adulterio 
presentaba un caso particular con respecto a la acusación: el nombre de ambos adúlteros 
debía figurar en el libelo (no se admitía la acusación aislada contra uno solo) y en caso de 
que uno fuera clérigo, la causa debía seguirse por separado en los respectivos fueros, estando 
obligado el acusador a sostener ambas acciones.33 

Todas las prohibiciones, salvo aquellas que se referían a infantes y enajenados, se exceptua-
ban en casos de delitos de lesa majestad, herejía, falsa moneda, fraude en los abastos, simonía, 
etc. La mención de estas excepciones, que también podían extenderse a aquellas causas pro-
movidas por razones “de utilidad pública”, parecía casi ociosa en una época en la que los jue-
ces podían proceder aun en ausencia de acusador particular (“etiam nullo privato accusante”) 
en cualquier delito, a instancia del promotor fiscal. Incluso en caso de querella de acusador 
inhábil, o con libelo defectuoso, el juez podía optar por una prosecución “ad inquisitionem”. 
Se puede advertir así el carácter libresco de buena parte de las disquisiciones en torno al pro-
ceso por acusación, como el propio Murillo lo daba a entender cuando, tras su exposición, 
reconocía que la acusación “propiamente dicha” había sido abrogada por la costumbre, por 
lo que en el juicio eclesiástico el fiscal debía acusar de oficio.34 

Lo mismo podía afirmarse de los tribunales seculares, ya fueran los superiores, donde asis-
tía un fiscal permanente, o los inferiores, donde los jueces nombraban fiscales ad-hoc para los 
casos iniciados de oficio.35 En los tribunales eclesiásticos, existía la figura del fiscal general 
con potestad para controlar los oficios, supervisar las costumbres de la sociedad e iniciar cau-
sas.36 El III Concilio Mexicano (1585) había dispuesto que todas las acusaciones formuladas 
en esas provincias debían pasar a examen del fiscal, quien podría proseguirlas de oficio en 
caso de que tuvieran defectos formales; para ello debían contener elementos de sospecha jus-
tificados. La misma disposición recordaba que los acusadores particulares debían constituir 
fiadores sobre las costas del juicio y que en caso de no poder probar su acusación serían cas-
tigados como acusadores calumniosos.37 Por otra parte, como intento para sofrenar las falsas 
denuncias, se advertía a los fiscales que también los delatores o meros denunciantes debían 
dar caución, “según sus facultades”, salvo que hubiere testigos ciertos o que el delito fuere 

	 32	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 5, pág. 131; Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 8, Nº 5, pág. 199.

	 33	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 14, No. 7, pág. 224.
	 34	“Et cum accusatio propriè talis ferè abrogata sit per consuetudinem, in judicio Ecclesiastico Promotor 

Fiscalis tenetur ex officio crimina accusare”; sobre esta expresión y lo demás que se afirma en el párrafo, 
Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 6, pág. 131. Para las excepciones al edicto prohibitorio, véase en el mismo lugar, Nº 5, in 
fine, pág. 131.

	 35	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 8, Nº 2, pág. 199.
	 36	Traslosheros (2004), pág. 45.
	 37	Concilio III Provincial Mexicano, Lib. II, tít. I, § XIII, pág. 128.
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público, en cuyo caso el fiscal debía proseguir de oficio aun cuando el denunciante hubiese 
desistido.38

Es posible que entre estas disposiciones del III Concilio Mexicano y el momento en el 
que Murillo escribe, las condiciones para proceder de oficio se hubieran ampliado aún más 
todavía, de allí la afirmación, algo exagerada, sobre la abrogación de la acusación por la cos-
tumbre. No parece correcto afirmar, con tanta generalidad, que el juicio por acusación hubie-
ra sido abrogado en su totalidad por la costumbre; sería más preciso decir, como lo sostuvo 
Alonso Romero en su estudio sobre el proceso penal en Castilla, que la figura del acusador 
particular dejó de ser imprescindible y su papel fue progresivamente desplazado por la figura 
del promotor fiscal. Al mismo tiempo, el desarrollo de un orden procesal mixto, integrado 
por elementos inquisitivos y acusatorios, diluyó el contraste paradigmático que habían fijado 
los esquemas medievales.39 

Algunos estudios realizados sobre archivos eclesiásticos del mundo colonial han observa-
do el crecimiento constante del impulso de oficio en las causas criminales.40 Las causas ini-
ciadas por acusación parecen haber quedado relegadas a quejas contra las autoridades o casos 
de injuria.41 No obstante, es difícil mensurar su incidencia debido a que una vez iniciadas 
podían ser proseguidas de oficio aun tras el desistimiento del acusador. Un catálogo de proce-
sos canónicos conservados en el archivo de la diócesis Córdoba del Tucumán, en la periferia 
del mundo colonial, nos muestra que, sobre un total de 75 documentos catalogados como 
causas criminales, para el período 1699-1810, en 21 casos se procedió a instancia de acusador 
particular, siendo en su mayoría (14), casos por injurias o malos tratos infringidos a los quere-
llantes. En dos de esos casos, actuó como acusador el protector de naturales. Las demás causas 
se originaron por conflictos entre autoridades eclesiásticas y seculares. Por las características 
de la fuente, no podemos saber si las causas iniciadas por acusación llegaron a sentencia o fue-
ron proseguidas de oficio. Si podemos constatar que, en al menos una de esas causas, iniciada 
en 1769, se advirtió a los querellantes que debían poner acusación en forma o se les daría por 
desistidos con pena de “perpetuo silencio” y se proseguiría con promotor fiscal.42

El último caso nos muestra la vigencia, incluso tardía y periférica, de algunos aspectos pro-
pios del juicio por acusación en el fuero eclesiástico. La imposición de perpetuo silencio era 
una de las consecuencias que el derecho canónico estipulaba para el acusador que desistía o 
no presentaba a tiempo el escrito de acusación. Por otra parte, aun cuando la pena de talión 
hubiera sido reemplazada por una pena arbitraria, el acusador que fracasaba, o incluso que 
desistía después de trabada la litis, quedaba expuesto a la pena de calumnia, a menos que 
pudiera probar que obró bajo error probable o que perdió las pruebas por causas ajenas a su 
voluntad (i.e., muerte, ausencia o malicia de los testigos). En caso de haber llegado al final de 

	 38	Concilio III Provincial Mexicano, Lib. I, tít. IX, § IX, pág. 84.
	 39	Alonso Romero (1982), págs. 95-100; 183.
	 40	Traslosheros (2004), pág. 94 y nota a pie nº 19.
	 41	Sobre los diversos modos de proceder en caso de injurias, Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, 

Libro V, Tít. XXXVI, Nº 311 y 312, pág. 311.
	 42	Dellaferrera (2007), págs. 717-814; la referencia a la pena de perpetuo silencio, en pág. 750.
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juicio con sentencia adversa, además de la pena arbitraria y las costas del pleito, el acusador 
afrontaría, por derecho canónico, la Carena o ayuno de cuarenta días a pan y agua (que se 
repetía tres veces si, a raíz de la acusación, el acusado hubiera sufrido la mutilación de un 
miembro) más siete años de penitencia.43 

La vigencia de estas normas nos indica que, aun a pesar de los cambios introducidos por 
costumbre, la acusación como arquetipo del juicio entre partes no había sido abrogada. No 
obstante, dos factores significativos contribuyeron para que su incidencia práctica disminu-
yera notablemente: por un lado, la justificación del interés público en el castigo que hacía 
posible proceder por mera denuncia o de oficio en casi todos los delitos y, por el otro, el ya 
señalado desarrollo de un orden procesal mixto que había restado trascendencia a las origi-
narias diferencia entre acusación e inquisición.44 Además, considerando las consecuencias 
que podía entrañar el papel de acusador, por más que la inscriptio hubiese caído en desuso, se 
comprende que la acusación propiamente dicha haya sido relegada a un segundo plano. El 
propio Murillo aconsejaba que, en caso de duda sobre la posibilidad de probar una acusación, 
resultaba mejor realizar una simple denuncia. Con ésta, el denunciante no se comprometía 
como acusador y, no obstante, cumplía con el deber de acusar en aquellos casos en que el bien 
de la comunidad así lo exigía.45 

La denuncia abría la puerta al procedimiento inquisitivo que, por lo demás, ni siquiera 
precisaba de ella cuando el juez tenía noticia del delito por indicios o mala fama. En este 
contexto, la palabra acusación dejaba de tener un sentido específico, como referencia acotada 
al juicio criminal entre partes, para fungir a veces como denuncia o para para designar, en 
términos mucho más amplios, los aspectos generales de la acción penal.

3.	 Acusación en sentido amplio: aspectos generales de la acción penal

El uso cada vez más frecuente de la acción de oficio y del proceso por inquisición, son fenó-
menos que datan de la Baja Edad Media y que, como hemos dicho, para los siglos modernos 
se encontraban plenamente consolidados en los tribunales europeos. En ese marco, la dife-
rencia entre acusación y denuncia fue perdiendo relevancia. Ya en el esquema de las Decreta-
les existía la posibilidad de que el denunciante participara en el proceso inquisitivo aportan-
do pruebas para evitar la pena de calumnia, lo que se conocía como inquisitio cum promovente. 
En dicho caso, el denunciante se asemejaba a un acusador, pero desligado del compromiso de 
la inscriptio.46 Más allá de este caso específico, entre las glosas y anotaciones a los cánones de 

	 43	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus No. 4, p. 130.

	 44	Alonso Romero (1982), págs. 95-100. 
	 45	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. No. 4 in fine, pág. 131 y No. 16, pág. 136.
	 46	Esmein (1882), págs. 76 y 289 (para el proceso en la doctrina italiana); Alonso Romero (1982), pág. 22. La 

noción de inquisitio cum promovente se apoyaba en las Decretales: X 5, 1, 19 en: Corpus Juris canonici 
(1583), Vol. 2 col. 1588-1589.
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las Decretales se puede observar cómo, para determinados propósitos, las figuras del acusador 
y el denunciante se consideraban equiparadas.47 

Esa misma sinonimia era la que reflejaba el sentido lexical que ofrecían los diccionarios 
dieciochescos, como hemos visto. No sólo acusar podía equivaler a denunciar, como sugiere 
el diccionario de Terrero y Pandos de 178648, sino que la noción de acusación aparecía lisa y 
llanamente vinculada al procedimiento de oficio de los magistrados, como se puede observar 
en el Diccionario de Autoridades de 1726, donde se lee: “Acusación: s. f. El acto de acusar à 
otro: lo que de ordinario se hace en causas de oficio”.49 No es que el diccionario estuviera ale-
jado del uso forense; al contrario, mostraba de alguna manera el sentido amplio que el propio 
lenguaje jurídico había asignado al término. 

Si atendemos a la sistemática de la Curia Filípica, por tomar un ejemplo más que elo-
cuente debido a la amplísima difusión que tuvo esta obra, resulta significativo advertir que 
el párrafo que lleva por título el término “Acusación” comienza con el análisis de los casos 
“en que no hay parte y el juez procede de oficio”, siendo el primero de ellos, el más paradig-
mático, el caso de los delitos “notorios”.50 Sólo después de haber analizado estos supuestos, se 
abordan los casos en los que “hay acusador o partes” y el juez procede a pedimento de ellos.51 
Como se puede observar, en este contexto, el tratamiento de la “Acusación” ya no remite 
exclusivamente al juicio de partes, sino que su ubicación en la economía expositiva obedece 
a un significado más amplio referido al acto formal de acusar criminalmente a alguien, con 
independencia del modo en que se hubiera iniciado el proceso. Esa formalización de los 
cargos en el proceso (“poner acusación”) solía hacerse ordinariamente después de la sumaria 
información y, eventualmente, luego de una primera confesión del reo, para dar paso luego al 
período probatorio. De allí el lugar que Hevia le asigna en su esquema narrativo.

Dicho sentido amplio de “acusación” funcionaba, a su vez, como tópico para tratar los 
más diversos aspectos del proceso criminal, dándole al término un significado asimilable al 
de “acción penal”, incluyendo también allí elementos que hoy consideraríamos como parte 
de las condiciones para ser penalmente responsable. En este sentido, considerando el modo 
casuístico de razonar y la imbricación de temas sustantivos y procesales, el campo de la acu-
sación podría abrirse hasta alcanzar potencialmente casi toda la materia criminal. Aquí, nos 
limitaremos a dar cuenta de algunos aspectos generales y comunes a los diversos modos de 
proceder criminalmente, antes de abordar el modo inquisitivo. 

	 47	En las notas al cap. II, Tít. I, Libro V de las Decretales, se advierte que, a los fines de dicho fragmento, 
“accusatoribus id est denuntiatoribus” y que “accusatus id est denuntiatus”. X 5, 1, 2 en: Corpus Juris 
Canonici, (1583), Vol. 2 col. 1573, notas c y d.

	 48	“Acusar, voz forense, capitular, denunciar”, Terreros y Pando (1786), pág. 27.
	 49	Real Academia Española (1726), Tomo I, pág. 76. 
	 50	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 14, Nº 1 y 2, págs. 222-223. Sobre la trascendencia 

de la categoría del notorio para el desarrollo del orden procesal en el derecho común, véase Ghisalberti 
(1957); Sobre el origen canónico medieval de la “notoriedad”, Schmöckel (2007), especialmente págs. 
254-267.

	 51	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 14, No. 3, pág. 223.
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Comenzando por la responsabilidad penal, los autores – Murillo sigue de cerca en este 
punto a Hevia Bolaños – se plantean la cuestión bajo la pregunta acerca de quiénes podían 
ser acusados. A diferencia del llamado “edicto prohibitorio” relativo al acusador, aquí las con-
diciones para ser acusado son independientes del modo de proceder. Por un lado, se conside-
ran las inmunidades del Papa y los príncipes que, como soberanos, no pueden ser acusados, 
salvo casos de herejía o desviación en la fe; y lo mismo se extiende a los legados de los prínci-
pes y otros magistrados mientras dure su oficio. Ya en un plano más general, se consideran las 
incapacidades de los infantes, locos furiosos o dementes. Se advierte que los menores de 25 
años deben comparecer mediante curador. Dentro del mismo tópico se introducen también 
algunas circunstancias clásicas que modifican la responsabilidad, o morigeran la pena, como 
la embriaguez o el estar dormido al momento del hecho (siempre que no se hubiera previsto 
su comisión).52

Con relación a los argumentos que atenuaban la responsabilidad penal, debemos señalar 
que la doctrina indiana era especialmente enjundiosa en el análisis casuístico relativo al casti-
go de los indios. El estado de embriaguez, por ejemplo, ocupaba extensos pasajes de juristas y 
canonistas, así como cánones conciliares y sinodales, orientados a precisar cuándo podía fun-
cionar como eximente o agravante de responsabilidad (siguiendo el criterio de la actio libera 
in causa), cuándo constituía pecado mortal, cuándo podía tolerarse o disimularse su castigo y 
cuándo debía reprimirse especialmente para evitar que se constituyera en vehículo de idola-
trías.53 Más allá de este factor de modulación de las penas, una tónica paternalista dominaba 
algunos aspectos del discurso referido al castigo de los indios, atendiendo a su estatus jurídico 
de menores, miserables y rústicos, así como también a su condición de “nuevos en la fe”.54 

Los Concilios limenses insistieron en que no se procediera contra los indios con censuras 
y penas eclesiásticas y que los magistrados, en caso de imponerles penas corporales, usaran 
“más de oficio de Padres que de jueces severos”, tal como lo recordará más tarde Solórzano.55 
En este caso, sin embargo, la disposición del III Concilio de Lima, evocada por el autor de la 
Política Indiana, respondía -más que a una intención tuitiva- a la sencilla constatación de que 
las penas espirituales no eran efectivas para los indios y que, por lo tanto, eran preferibles las 
penas corporales a fin de mantenerlos en obediencia a los mandatos de la Iglesia. En ese mar-

	 52	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 7, págs. 131-132.

	 53	Véase entre muchos otros, Acosta, De promulgando Evangelio apud Barbaros, Lib. III, cap. XX, XXI y 
XXII, págs. 230-247; Peña Montenegro, Itinerario, Libro III, Trat. VII, Secc. I-V, págs. 197-202; Solórza-
no, Política Indiana, Lib. II, cap. XXV, Nº 30 a 35, págs. 193-194. Para un análisis socio político de este 
fenómeno a finales de la época colonial, véase Taylor (1979).

	 54	Agüero (2008), págs. 186-204. Sobre la base de esa condición de sujetos miserables dignos de protección, 
asignada a los naturales, y con fundamento en textos del Decreto y las Decretales, Bartolomé de las Casas 
llegó a sostener que todos los asuntos relativos a los naturales, ya por cuestiones espirituales o no, debían 
quedar bajo la jurisdicción eclesiástica. Sin embargo, esa doctrina no prosperó y sólo se admitió que la 
Iglesia podía ejercer una jurisdicción subsidiaria en asuntos seculares de los indios cuando había ausen-
cia o manifiesta negligencia de la jurisdicción real ordinaria. Duve (2011), págs. 29-44.

	 55	Solórzano, Política Indiana, Lib. II, cap. XXVIII, No. 28, pág. 210.
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co, y asumiendo que “ninguna república podía conservarse en virtud sin temor del castigo”, el 
capítulo del concilio disponía que los jueces eclesiásticos podían y debían proceder al castigo 
y corrección de los indios por los delitos pertenecientes al fuero de la iglesia, usando penas 
corporales; entonces sí, se aclaraba que debían hacerlo “más con afecto y término de padres 
que con rigor de jueces”.56

Dentro de esa combinación de paternalismo y cálculo pragmático, la prédica sobre la ne-
cesidad de ejercer una cierta indulgencia hacia los indios era constante; particularmente para 
delitos contra la fe, se señalaba que las penas previstas (excomunión, confiscación, pérdida de 
toda jurisdicción temporal y muerte) no debían entenderse “con todo el rigor en los indios” 
debiendo moderarse en razón de su “corta capacidad” y de la “poca doctrina y enseñanza que 
han tenido en los misterios y artículos de fe”.57 Recuérdese que el papa Gregorio XIII había 
concedido, a instancia de la Monarquía, facultad especial a todos los Arzobispos y Obispos 
de las Indias, y sus delegados, para absolver a los indios “del crimen de herejía, idolatría y 
apostasía, in utroque foro …”.58 No obstante, debemos recordar también que, frente a esta cara 
indulgente, desde finales del siglo XVI se desarrollaría, como veremos, toda una doctrina so-
bre la necesidad del extirpar las idolatrías para sostener la ortodoxia de los dogmas. 

Otro aspecto común a los diversos modos de proceder era el problema del “reo ausente”. 
Frente a esta circunstancia, se admitía la prosecución del juicio en rebeldía hasta la senten-
cia y, en caso de contumacia, hasta la relegación. Murillo afirma que, para cuando él escribe 
(“hodie”), sin esperar un año se procedía contra el ausente contumaz, siendo admisibles sus 
defensas sólo en caso de que acudiera, o fuera aprehendido, antes de la sentencia.59 En el 
derecho castellano, debía preceder una secuencia de tres citaciones consecutivas a través de 
pregones, cada una de ellas asegurada con una pena pecuniaria, para proceder en ausencia. Si 
el acusado no comparecía al primer llamado se hacía pasible de la pena del “desprez” más las 
costas que debería abonar en su futura comparecencia. Después del segundo llamado, si se 
trataba de delito merecedor de pena capital, entonces se le impondría la pena del “homecillo” 
más las costas.60 Si no concurría al tercer llamado, se podía proseguir el juicio en ausencia. 
Las penas pecuniarias, como así también el desprez y el homecillo, podían ejecutarse en 
ausencia, salvo que el reo lograra demostrar impedimento justificado para asistir al juicio, o 

	 56	 III Concilio Limense, Act. Quarta, cap. 7, en Vargas Ugarte (1951), pág. 364.
	 57	Peña Montenegro, Itinerario, Libro II, Trat. IV, Secc. V, Nº 3 y 4, pág. 181. 
	 58	Peña Montenegro, Itinerario, Libro II, Trat. IV, Secc. V, Nº 5, pág. 181.
	 59	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 8, pág. 132.
	 60	Tanto el valor del desprez como el del homecillo habían sido actualizados por la práctica. Los 10 marave-

díes (cinco para el fisco real y cinco para los alcaldes) originalmente previstos para el desprez, se habían 
convertido, en el siglo XVIII, en sesenta maravedís. En tanto por el homecillo, cuyo valor de referencia 
eran los 500 sueldos fijados en el Fuero Real, se exigían para el siglo XVIII unos 600 maravedís. Véase, 
Domínguez Vicente, Ilustración y Continuación a la Curia, Tomo I, parte III, § XVIII, Nº 3, pág. 326.
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consiguiera declarar su nulidad. Para las penas corporales, no obstante, el derecho castellano 
concedía la posibilidad de escuchar al reo en cualquier circunstancia.61

Por último, dentro del tratamiento de la acusación en sentido amplio solían abordarse 
también algunas precisiones relativas a lo que hoy llamaríamos causas de extinción de la ac-
ción. En primer lugar, se mencionaba la muerte del reo como causa general de extinción de 
la acción, salvo para los delitos de lesa majestad divina y humana, suicidio o ladrón famoso, 
que podían ser castigados, según los casos, con penas pecuniarias y corporales aún después 
de la muerte. Otra causal genérica de extinción era la prescripción; la regla indicaba que “la 
acusación del delito, y su pena, y castigo, así a pedimento de parte [es decir por acusación 
propiamente dicha] como de oficio del juez, regularmente prescribe por veinte años desde 
que se hizo”.62 Luego se introducían toda una serie de distinciones según las condiciones del 
reo, el carácter oculto del delito, la ignorancia del ofendido, etc., así como circunstancias que 
hacían al régimen especial de ciertos delitos, i.e., el adulterio o la injuria. Para los delitos cuya 
acción no se extinguía con la muerte del reo, regía un plazo de cinco años desde el deceso, 
salvo para el crimen de herejía que, de acuerdo con un canon del Liber Sextus, podía ser per-
seguido hasta cuarenta años después de la muerte del acusado.63 Debe notarse que, por dere-
cho canónico, estos plazos se entendían siempre para el fuero externo, puesto que las penas 
espirituales – como lo aclaraba Farinaccio – no tenían un tiempo prefijado y, por lo tanto, los 
plazos de prescripción no corrían en el fuero de la conciencia.64 

La sentencia definitiva, absolutoria o condenatoria, extinguía la acusación para el mismo 
delito por el principio de cosa juzgada. Sin embargo, existían algunas excepciones a esta regla. 
Al igual que ocurría con la prescripción, la pena impuesta en el fuero de la conciencia, aun 
cuando fuese pública, no impedía la posibilidad de ser acusado en el fuero externo.65 Este 
principio alcanzaba no sólo al fuero externo eclesiástico sino también al secular, pues el casti-
go en cada uno de los fueros se orientaba a satisfacer diversas finalidades. Como lo expresaba 
un práctico del XVIII tomando palabras del gran Antonio Gómez: “Por la pena que en el fue-
ro penitencial impone el Confesor al delinqüente, aunque sea pública y grave, no se extingue 
la que puede imponerse en el fuero exterior judicial, secular ó eclesiástico; porque aquella es 
para satisfacer á Dios y á su alma, y ésta se dirige al castigo corporal por la vindicta pública”.66 
El mismo criterio regía para el caso en que la pena eclesiástica fuera medicinal, como la exco-

	 61	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 8, pág. 132; Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 18, Nº 1 a 4, págs. 237-
238.

	 62	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 14, Nº 10, pág. 224. Murillo Verlarde remite a esta 
obra cuando toca el tema de la prescripción de los delitos, Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, 
Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denuntiationibus, No. 7, págs. 131-132. 

	 63	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 14, Nº 10, pág. 224; sobre la herejía, véase Corpus 
Iuris Canonici, Sexti Decretalium, Lib. II, Tít. XIII, cap. II, col. 371. 

	 64	Farinaccii, Praxis et Theoricae Criminalis, Quaest. X, Nº 31, pág. 113.
	 65	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 9, pág. 132. 
	 66	 José Marcos Gutiérrez, Compendio, Parte III, Cap. I, n. 52, págs. 10-11.
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munión, o para cuando fuera “preparatoria” de la pena secular, como la degradación realizada 
por el juez eclesiástico antes de la relegación al brazo secular. Sin embargo, en casos de delitos 
graves de fuero mixto, para algunos autores la pena del juez secular sí impedía la imposición 
de castigo por el eclesiástico en el fuero externo, por considerarse aquella más grave.67

Algunas excepciones especiales al principio de cosa juzgada remitían todavía al juicio por 
acusación, en especial, a los casos donde concurría una pluralidad de acusadores. Así, no se 
extinguía la posibilidad de volver a acusar cuando la absolución se hubiese dictado bajo la 
modalidad “ab observatione judicii” que, generalmente, ocurría cuando el proceso era nulo o 
había defectos formales en el libelo. En este caso, por derecho canónico podía iniciarse una 
nueva acción pero sólo si se intentaba por un acusador diferente.68 La misma solución se 
aplicaba para el caso de quien hubiese evitado la acusación por transacción; podía ser acusado 
por otro acusador ajeno a dicho acuerdo, o bien, si se demostraba que había habido colusión 
con el acusador precedente. Si se hubiese intentado la acción civil, se podía interponer acusa-
ción penal aunque hubiera recaído sentencia en la primera. Una variada casuística se ofrecía 
para la concurrencia de múltiples acusadores, siendo regla común que los actos unilaterales 
de unos no perjudicaban a los otros cuando no habían intentado la acción conjuntamente. 
Del mismo modo, habiendo varios acusadores, se indicaba que el juez debía preferir a aquel 
que perseguía el castigo de la injuria propia o de los suyos antes que a los que buscaban 
vindicar una injuria ajena. Si varios acusadores se presentaban en paridad de condiciones, se 
prefería al primero que interpuso la acusación y, siendo concurrentes, al más idóneo.69

La referencia a los criterios para resolver los casos en los que había una pluralidad concu-
rrente de acusadores, quizás fuera otro indicador de la permanencia del modelo de acusación. 
Si ello es así, habría una razón más para matizar la categórica afirmación sobre su abrogación 
por la costumbre, aceptando la idea de que el modelo de la acusación se mantuvo vigente a 
pesar de la notable expansión de la pesquisa. Es posible también que el análisis de aquellas 
hipótesis siguiera formando parte de la exposición doctrinaria, con independencia de que la 
relevancia práctica de la acusación en sentido estricto se hubiera reducido en virtud de las 
múltiples posibilidades abiertas a la persecución de oficio, ad inquisitionem.

	 67	 José Marcos Gutiérrez, Compendio, Parte III, Cap. I, n. 52, pág. 11.
	 68	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 9, págs. 132; sobre la sentencia “absolutoria ab observatione judicii”, véase De Luca, Praxis 
judiciaria, Cap. LXVIII, págs. 217-218.

	 69	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 9, págs. 132-133.
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4.	 La inquisitio, pesquisa o averiguación

El término “inquisición”, de raíz latina, designa coloquialmente la “acción de inquirir” que, 
a su vez, según el Diccionario de la Real Academia del siglo XVIII, se definía como la “ave-
riguación u diligencias para averiguar alguna cosa”.70 Aun cuando los rasgos procesales que 
la caracterizan se vinculan originalmente con la cognitio extraordinaria del bajo imperio ro-
mano, la noción de inquistio se aplicó hacia finales de la alta edad media a un tipo de prueba 
que, a diferencia de las ordalías o juicios de dios, implicaba una indagación, encuesta, o in-
formación, realizada a solicitud de las partes para dirimir una cuestión litigiosa. También fue 
utilizada para comprobar diversos aspectos (fiscales primordialmente) que podían interesar 
a la autoridad de un territorio. Sobre la base de esas prácticas, la inquisición se configuraría 
primero como prueba y luego como forma de iniciar un procedimiento para averiguar los 
delitos que carecían de acusador, ya fuera en el contexto de una visita (institución con la que 
guarda un origen común), por vía de comisión o bien, desde el siglo XIII, por cualquier ma-
gistrado ordinario.71 

A diferencia del proceso por acusación, fundado en un ideal de igualdad entre las partes, el 
proceso por inquisición respondía a un principio de defensa social según el cual era “conve-
niente” para la república que los delincuentes no quedaran impunes por falta de acusador, lo 
que justificaba que el juez pudiera realizar de oficio una inquisitio o averiguación destinada 
a probar y castigar el delito. En estos casos, se argüía que la fama y el clamor por el delito, al 
llegar a oídos del juez, hacían a las veces de acusador.72 Con independencia de los preceden-
tes romanos y de las prácticas altomedievales, el uso de la inquisición se habría potenciado a 
partir de su utilización como herramienta extraordinaria para supervisar la disciplina de los 
propios miembros de la Iglesia.73 Tras las reformas de los siglos XII y XIII, la inquistio se con-
vertiría en un instrumento alternativo al juicio por acusación, para proceder criminalmente 
cuando hubiese interés público en el castigo. Los cánones de las Decretales evocaban, como 
fundamento, la autoridad que tanto el viejo como el nuevo testamento habían concedido a 
los prelados para proceder “ad inquiriendum & puniendum subditorum excssus”.74 

Murillo Velarde define a la inquisitio como una indagación del delito y el delincuente 
legítimamente hecha por el juez, remitiendo luego a una cita en castellano tomada de las 
Siete Partidas, que transcribe en estos términos: “Pesquisa en romance, tanto quiere decir 

	 70	Real Academia Española (1734), Tomo IV, pág. 277.
	 71	Esmein (1882), págs. 66-134; Salvioli (1969), págs. 276-283; 345-363; Cerdá Ruiz-Funes (1962), págs. 

483-518; Alonso Romero (1982), págs. 7-9, 21-28, 55-59; Vallejo (1985), págs. 519-522; Garriga (1991), 
págs. 240-255. Sobre los cambios en las condiciones epistémicas relacionados con la generalización de la 
inquisición, Foucault (1998), pág. 63-88.

	 72	“Cum maximè Reipublicae expediat, ne delicta maneant impunita, & saepè desint, qui crimina accusent: 
idcircò stabilita est inquisitio, qua Judex ex officio procedit ad probationme delicti, quod fama, vel cla-
mor ad aures Judicis detulit, & vicem accusatoris subeunt”; Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, 
Libro V, Tít. I. No. 10, pág. 133.

	 73	Salvioli (1969), pág. 357. En sentido similar, Esmein (1882), pág. 74.
	 74	X 5, 1, 24 en: Corpus Juris Canonici, (1583), Vol. 2 col. 1596.
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en latín, como inquisitio, e por ella se sabe la verdad de las cosas mal fechas.”75 A pesar de su 
aparente literalidad, la cita no es del todo exacta, pues en el texto de las Partidas la definición 
tiene un matiz de subsidiaridad que ha desaparecido en la pretendida transcripción de nues-
tro canonista. Las Partidas vinculan la pesquisa, concretamente, con los malos hechos que 
“de otra manera no podrían averiguarse”.76 En el contexto de las Partidas, como en el de las 
Decretales, la pesquisa aparecía todavía como un remedio más grave y subsidiario frente al 
esquema ordinario de la acusación, algo que, naturalmente, estaba ya muy lejos de la práctica 
en tiempos de Murillo.77 

La inquisitio podía ser de tres especies: general, especial o mixta. Un eco del origen medieval 
común que compartían la pesquisa y la visita, aparecía todavía en la definición de la Inquisitio 
general o generalísima: se entendía por tal a aquella que no requería ningún indicio de delito 
previo, pues se daba como parte de un contexto amplio de indagación sobre el estado de una 
diócesis, como ocurría en las visitas (“ut sit in visitationibus”). De hecho, Murillo señala que 
esta averiguación general en España se llama “Visita” y que, según leyes de Partidas, no está 
permitida a menos que se proceda con mandato expreso del Rey.78 Esta averiguación general 
daba lugar a acusaciones criminales si durante su desarrollo se advertían indicios de delito o 
elementos contra algún sospechoso. Entonces se podía abrir una averiguación especial. Por 
ello se decía que la averiguación general preparaba el camino para la especial, entendiéndose 
por ésta la que se hacía para inquirir sobre un crimen cierto y contra persona determinada. 
Por último, se llamaba mixta, según Murillo, cuando sólo se procedía sobre alguno de estos 
dos extremos: crimen cierto sin persona determinada, o sospechoso sin delito cierto.79

De los tres tipos de averiguación, la inquistio especial dio lugar al desarrollo del modo más 
habitual de iniciar un proceso criminal. Dicho proceso podía instruirse por “mero oficio”, 
cuando al juez le constaban los indicios y la fama sobre el delito y el delincuente; por denun-
cia del fiscal, o de un particular que, sin intención de ser parte en el proceso, sólo procuraba 
que el juez procediera ad inquisitionem. En este caso, debía probarse previamente la fama 
del delito, para lo cual el denunciante podía aportar elementos de prueba e incluso podía 
contestarse la demanda “cum denunciante”.80 Como hemos dicho antes, en el esquema de las 

	 75	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 10, pág. 133. El texto contiene una errata pues remite a la Ley I, Tít. I, Partida III, cuando 
en rigor se trata de la Ley I, título XVII de esa Partida. 

	 76	La definición se encuentra en López, Las Siete Partidas, Partida III, tít. XVII, De los pesquisidores que 
han poderío de recibir pruebas por sí de su oficio maguer las partes no se las adujesen delante, Ley I Que 
quiere decir pesquisa e a que tiene pro e en cuantas maneras se puede fazer la pesquisa. El texto reza así: 
“Pesquisa en romance, tanto quiere decir en latín, como inquisitio, e tiene a pro a muchas cosas, ca por 
ella se sabe la verdad de las cosas mal fechas, ca de otra guisa no pueden ser probadas ni averiguadas”. 

	 77	Sobre la prevalencia del modelo acusatorio como modo ordinario en las Partidas, véase Alonso Romero 
(1982), págs. 92 – 93.

	 78	Sobre la pesquisa general y la visita en Las Partidas, véase Garriga (1991), págs. 246-255.
	 79	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 10, pág. 133.
	 80	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 11, págs. 133-134.
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Decretales se preveía la antiguamente llamada inquisitio cum promovente, que prefiguraba la 
participación del denunciante en el proceso, situándolo en situación similar al acusador, pero 
desligado de la inscriptio. Para los autores clásicos, se trababa de una “acusación atenuada”.81 
En todo caso, si la denuncia resultaba calumniosa, el denunciante debía afrontar la purgatio 
canónica.82 Esta misma solución se aplicaría al acusado si, existiendo elementos de sospecha, 
no se hubiera logrado reunir prueba suficiente para condenarlo.83

La noción de inquisitio, además de haberse convertido con el tiempo en la forma ordinaria 
de iniciar y proseguir causas criminales en los tribunales seculares y eclesiásticos, constituyó 
la herramienta específica, con una serie de adaptaciones propias, para instruir las causas por 
delitos contra la fe. Desde el siglo XIII, la represión de la herejía dejó de realizarse a través de 
los juicios sinodales a cargo de los obispos, para comenzar a ser perseguida por delgados papa-
les que utilizaron un tipo particular de inquisición: la inquisitio hereticae pravitatis.84 Con esta 
noción especialmente rigurosa de averiguación (se agravaban las condiciones para el acusado, 
reduciéndose sus posibilidades defensivas), se dio forma a los procesos implementados tanto 
por la Inquisición pontificia como por el Santo Oficio de la Inquisición que, para el ámbito 
de la Monarquía hispana, establecieron los Reyes Católicos (1478). En las Indias, los prelados 
ordinarios tuvieron al comienzo competencia delegada para proceder por delitos contra la 
fe, hasta la instalación de los tribunales inquisitoriales de México, Lima y Cartagena (1571). 
Después de ese momento, los ordinarios conservaron aquella potestad sólo con respecto a la 
población aborigen que quedó expresamente excluida del fuero inquisitorial.85 

Ya se procediera a instancia fiscal o por mera denuncia particular, siempre el juez podía 
intervenir de oficio y marcar los tiempos y fases del proceso. El magistrado, como deposita-
rio de una “conscientiam publicam iurium”, tenía un amplio margen de discreción tanto en 
aspectos sustantivos como formales, erigiéndose así en un auténtico dominus del proceso.86 
Esto permitía ajustar el orden de proceder a las circunstancias del delito, a su mayor o menor 
gravedad y a la calidad subjetiva del acusado. En función de ello, era posible proceder de 
acuerdo con un rito procesal complejo, que combinaba elementos inquisitivos y acusatorios 

	 81	Esmein (1882), pág. 76.
	 82	Alonso Romero (1982), pág. 24. 
	 83	Esmein (1882), pág. 77. X 5, 1, 19 en: Corpus Juris Canonici, (1583), Vol. 2 col. 1588-1589.
	 84	Esmein (1882), pág. 77; Alonso Romero (1982), pág. 27-28. La base normativa para esta modalidad se 

encontraba en X 5, 7 en: Corpus Juris Canonici, (1583), Vol. 2 cols. 1669-1686.
	 85	La primera Real Cédula sobre erección de tribunales del Santo Oficio en las Indias data de 1569. Véase 

Recopilación, Lib. I, tít. 19, Ley 1. Fundación del Santo Oficio de la Inquisición en las Indias, T. I, pág. 
92; sobre las sedes del Santo Oficio en Indias, véase Recopilación, Lib. I, tít. 19, Ley 3. Que los Tribunales 
del Santo Oficio en las Indias asistan en las ciudades de México, Lima y Cartagena, T. I, pág. 92. Sobre 
la exclusión de los indios del fuero del Santo Oficio, véase Recopilación, Lib. I, tít. 19, Ley 17. Que los 
Inquisidores en proceder contra los indios guarden sus instrucciones, T. I, pág. 96 y Recopilación, Lib. 
VI, tít. 1, Ley 35. Que los Ordinarios Eclesiásticos conozcan en causas de Fe contra Indios: y en hechizos, 
y maleficios las Iusticias Reales, T. II, pág. 192. Para un panorama historiográfico sobre la Inquisición en 
América y sobre la jurisdicción de los tribunales ordinarios indianos, Zaballa Beascoechea (1994) y 
(2005b).

	 86	Meccarelli (1998), págs. 262-273.
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(sumaria, citación, confesión, acusación, prueba, -eventualmente tortura- plenario, alegatos y 
sentencia), o bien adoptar un esquema simplificado (sumaria, confesión, alegatos y senten-
cia), e incluso optar por formas sumarísimas, “sin figura de juicio”.87 Desde el siglo XIV la 
Iglesia había consolidado una fórmula que permitía al juez, en los casos graves en los que se 
procedía generalmente por vía de comisión, actuar “simpliciter et de plano, ac sine strepitu et 
figura iudicii”; esto implicaba disponer de toda formalidad que no fuera estrictamente esen-
cial – según derecho natural –, y fallar “a verdad sabida”.88 

El uso de formas sumarias y sumarísimas se extendió bajo el argumento de que la gravedad 
del delito justificaba una acción pronta y eficaz. La misma solución podía seguirse cuando se 
trataba de delitos que la doctrina calificaba como “notorios”, es decir, aquellos sobre los que 
había plena certeza, ya por razones de derecho o de hecho, sobre su comisión o su autor. En 
términos similares se procedía en los casos de delitos sorprendidos en flagrancia.89 Pero la 
amplia discreción confiada a los jueces podía operar, al mismo tiempo, en sentido inverso, 
favoreciendo una cierta lenidad en determinados casos. Así, se admitía la no persecución de 
los delitos leves, cuyo castigo podía “disimularse” siempre que no hubiera daño a terceros o 
a la república.90 También por razón de la calidad de los sujetos involucrados podía admitirse 
que la causa se suspendiera, o se disimulase la pena, cuando la imposición del castigo pudiese 
generar un mayor escándalo que el causado por el delito.91 

Con respecto a la incidencia de la condición subjetiva en las formalidades del proceso, de-
bemos recordar la importancia que adquirió en el Nuevo Mundo la doctrina que los juristas 
del Ius Commune habían elaborado, siguiendo textos romanos, sobre los “rústicos”, a quienes 
se consideraba exentos de los rigores formales del proceso en virtud de su ignorancia.92 La 
asimilación que los letrados trazaron a comienzos de la colonización entre los indios y los 
rústicos, contribuyó a forjar un discurso que avalaba modos escasamente formalizados de 
proceder en las causas de indios. Los concilios indianos insistieron especialmente en que no 

	 87	Sobre las referidas variantes del rito procesal romano canónico, en la tradición castellana, véase Alonso 
Romero (1982), págs. 162-175.

	 88	La fórmula, que se encuentra también en fuentes castellanas que ordenan actuar “sumariamente, de 
plano, sin figura de juicio”, condesaba las características de un modo de proceder sumario de derecho 
canónico que tuvo acogida en los estatutos de las ciudades italianas. Salvioli nos ofrece un análisis de los 
términos claves: “La formola delle leggi non poteva essere più chiara: summarie, cioè riduzione dei termi-
ni; de plano, facoltà di ascoltare le lamentele in qualunque giorno e di sentenziare di giorno o di notte; sin 
strepitu, limitazione dei testi ed esclusione di procuratori e avvocati; sine figura iudicii, sopressione delle 
formalità”. Salvioli (1969), Parte Sec., pág. 334. Sus manifestaciones en el proceso moderno castellano 
han sido estudiadas en Alonso Romero (1982), págs. 290-302.

	 89	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No. 20-21.23, pág. 138-139. Sobre el delito notorio, véanse las referencias hechas ut supra, en 
nota 50.

	 90	Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-
tiationibus, No Nº 11, pág. 134. 

	 91	Sobre la dissimulatio en general, véase Olivero (1953), a quien remite Grossi (1996), págs. 213-214. Sobre 
la trayectoria indiana de esta práctica, Tau Anzoátegui (2002), págs. 1733-1752; Agüero (2004), págs. 67-
76.

	 92	Hespanha (1993), págs. 17-60.
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se hicieran pleitos por escrito entre indios y que en sus causas se procediera, sumariamente, 
con las mínimas formalidades, como lo recordaba Solórzano citando disposiciones del II 
Concilio Limense.93 La Corona, por su parte, también encargaba a las autoridades seculares 
que procedieran sumariamente en los pleitos de indios, no dando lugar a “procesos ordina-
rios”.94

Bajo estas directivas, lejos de los rigores formales del modo inquisitivo, los castigos a los 
indios se movían en una ambigua frontera entre la justicia penal y la corrección paternal. 
El III Concilio Limense había procurado contener la “cólera” de los curas, y salvaguardar la 
decencia de su estado, prohibiéndoles expresamente que castigaran con azotes o hiriesen a los 
indios por sí mismos, ordenando que sólo por vía de fiscales, vicarios y jueces eclesiásticos se 
dispusieran tales castigos.95 Un siglo más tarde, sin embargo, Fray Juan de Paz, que había sido 
Prior de Santo Domingo en Filipinas, publicaba en Sevilla una serie de consultas morales, en-
tre las que abordaba la cuestión acerca de si los curas y ministros de doctrina podían “castigar 
con azotes a los indios y Sangleyes que dejan de oír misa”. Paz respondía afirmando que “sin 
escrupulo alguno” se les podía dar “una buelta de azotes, porque de esso entre los Indios no 
se les sigue afrenta ni dolor ...”, de suerte que si se aplicaba en “casa del cura con secreto”, era 
un castigo moderado que no excedía al que podría dar “un padre á su hijo” y, por la misma 
razón, lo podía hacer el cura “sin fulminar causa”.96 

Dos expresiones, como las que acabamos de citar, que nos muestran la diversidad en el 
tiempo y el espacio del derecho canónico de las Indias y su aptitud de localización. Dos 
contextos lejanos y diversos que generaron respuestas normativas discordantes. No podemos 
afirmar que Juan de Paz desconociera las normas del III Concilio Limense; simplemente su 
respuesta atendía al contexto de los cargadores filipinos y a una práctica que podía encontrar 
perfecta justificación en un modelo de corrección paternal para el que sobraban fundamen-
tos teóricos. Por otra parte, aunque estos castigos paternales quedaban fuera del régimen del 
proceso penal, la insistencia en los modos sumarios de proceder contra los indios difuminaba 
a veces la frontera entre unos y otros dispositivos de control social.97 Algunos testimonios del 
siglo XVIII, sobre querellas contra curas por azotes excesivos y cortes de cabellos a indios, nos 
dan la pauta de que los modos informales de castigo continuaron a pesar de que, eventual-
mente, fueran denunciados y reprimidos por las autoridades ordinarias.98 

	 93	Solórzano, Política Indiana, Lib. II, cap. XXVIII, Nº 27, pág. 210.
	 94	Cedulario de Encinas, t.II, f. 166. 
	 95	 III Concilio Liemense, Act. Quarta, cap. 7, en Vargas Ugarte (1951), pág. 364.
	 96	 Juan de Paz, Consultas y resoluciones varias, Clase VIII, consulta LXXI, parecer CCXXIX, n. 286, pág. 426.
	 97	Agüero (2008), págs. 402-449.
	 98	Dichos testimonios, tomados de la diócesis de Córdoba del Tucumán, pueden verse en el catálogo de 

Dellaferrera (2007), págs. 719, 745, 763, 766, 772, 774 y 795.
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5.	 La inquisitio generalis y la visita canónica 

Mientras la inquisitio specialis ofreció la base para desarrollar el modo ordinario de proceder 
en los tribunales civiles y eclesiásticos, la inquisitio generalis tuvo una diferente acogida en 
uno y otro derecho. En el fuero secular, tomando como referencia leyes castellanas de las 
Siete Partidas y de la Nueva Recopilación, los juristas insistían en que no debían realizarse 
pesquisas generales sin mandato del Príncipe. Sin embargo, por vía de excepción se admitían 
para los casos de “blasfemos, amancebados, usureros, adivinos, agoreros, sorteros, y otros pe-
cados públicos”. El derecho canónico, en cambio, no imponía aquella restricción para reali-
zar pesquisas generales dentro del ámbito eclesiástico.99 Esa diferencia tuvo su correlato en 
la distinta configuración de una institución estrechamente vinculada a la pesquisa general: 
la visita. Mientras en el ámbito secular la visita terminó constituyendo un procedimiento 
extraordinario de control de los oficiales, las instituciones o los territorios, dependiendo la 
finalidad con que se la ordenara, en el derecho canónico se convirtió en un instrumento re-
gular de la función pastoral de los obispos.100 Sin dejar de cumplir con los objetivos de super-
visión, disciplinamiento y corrección, la visita ha sido – y es aún hoy – considerada como un 
aspecto intrínseco de la vida eclesiástica, fundada en la naturaleza de la comunidad cristiana 
e inherente al oficio episcopal.101 Por esta razón, no es extraño que se haya destacado que la 
visita eclesiástica ofrecía, incluso en contextos coloniales, las condiciones para una adecuada 
interacción entre las autoridades diocesanas, los clérigos y los fieles.102 

El Concilio de Trento puso un especial énfasis en aquella función pastoral, dotando a los 
magistrados eclesiásticos de plenas potestades que convertían en inapelables sus decisiones 
adoptadas durante la visita.103 De acuerdo con los capítulos tridentinos, el principal objetivo 
de las visitas debía ser: “introducir, la doctrina sana y católica, y espeler las heregías; promo-
ver las buenas costumbres y corregir las malas; inflamar al pueblo con ecsortaciones [sic] y 
consejos á la religion, paz é inocencia, y arreglar todas las demas cosas en utilidad de los fieles, 
segun la prudencia de los visitadores …”.104 Aunque gran parte de la legislación tridentina en 
esta materia se limitó a reforzar antiguas prácticas medievales (muchas de ellas ya receptadas 
en el Decreto de Graciano y en las Decretales), sus normas introdujeron por primera vez, de 

	 99	Hevia Bolaños, Curia Filípica, Tomo I, parte III, párr. 10, Nº 3, pág. 206.
100	 Sobre la visita como pesquisa general y su diversa configuración en el ámbito canónico y secular caste-

llano, Garriga (1991), págs. 240-242. Para una síntesis histórica de la visita episcopal, desde el punto de 
vista interno de la tradición católica, véase Smith (2008), págs. 29-86. 

101	 Smith (2008), pág. 11.
102	 Ramos (2016), pág. 39. 
103	 Traslosheros (2004), pág. 82. Véase la disposición adoptada en El Sacrosanto y Ecuménico Concilio 

de Trento, Sesión VII, Decreto De Reforma, cap. 7 Beneficia ecclesiastica curata unita visitentur: per 
vicarios etiam perpetuos cura exerceatur; quorum deputatio fiat cum portione assignanda, etiam super 
re certa.

104	 El Sacrosanto y Ecuménico Concilio de Trento, Sesión XXIV, Decreto de Reforma, Canon. 3, pág. 295. 
Sobre el contexto de esta sesión tridentina y su particular relevancia para la visita, Smith (2008), págs. 
60-62.
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manera expresa y con carácter universal, la obligación anual de la visita, convirtiendo a esta 
institución en uno de los pilares del programa de reformas del Concilio.105 

Como se puede advertir, la visita eclesiástica trascendía completamente el ámbito de la 
acusación criminal. Si bien durante su desarrollo podían tener lugar procedimientos crimi-
nales o acusaciones contra clérigos y seglares, este aspecto judicial no dejaba de ser secun-
dario frente a su función pastoral.106 La noción de inquistio debe comprenderse entonces, 
en el marco de la visita, como una potestad amplia de supervisión y examen de la diócesis 
en su conjunto. Como sostiene Macarena Cordero, dentro la visita eclesiástica, la noción de 
inquisición representaba, más que una forma judicial, el impulso del visitador para proceder 
a “la revisión de los actos del sacerdote con la finalidad de corregirlo y sancionarlo, si corres-
pondía”.107 

Las disposiciones tridentinas, junto con leyes de las Partidas y la Recopilación castella-
na, ofrecían la base normativa a la que apelaba Murillo para señalar algunos aspectos de la 
inquisitio generalis relativos al castigo de los delitos. Comenzaba afirmando que “Ad inquisi-
tionem generalissimam non requiritur delicti fama”.108 Se podía proceder a la averiguación 
general sin necesidad de sospecha previa, puesto que, según los cánones tridentinos, los obis-
pos estaban obligados a visitar cada año su diócesis e investigar los delitos. En tanto que esa 
averiguación general no estaba dirigida a nadie en especial, se entendía que la investigación 
no causaba infamia. Para salvaguardar este aspecto delicado de la inquisitio generalis, Murillo 
advierte que, cuando se procedía por esa vía, el juez no debía interrogar al testigo sugiriendo 
el nombre del posible sospechoso, a diferencia de lo que ocurría cuando existía infamia pre-
via en cuyo caso, por tratarse de una inquisitio mixta, podía el juez nombrar al sospechoso en 
su interrogatorio.109 

Los concilios indianos abundaron en disposiciones relativas a la visita como instrumento 
de supervisión y corrección de clérigos y fieles. Ya el primer Concilio Limense recordaba el 
deber que tenían los Arzobispos de visitar su provincia y obispados sufragáneos, al menos 
cada cinco años.110 Después de Trento, los concilios Mexicano (el tercero, realizado en 1585) 
y Limenses (segundo y tercero, realizados en 1567 y 1583, respectivamente) reflejaron las 
nuevas medidas adoptadas por la Iglesia para fortalecer la disciplina católica. El II Concilio 
Limense insistió en el deber de los obispos de visitar a “sus ovejas” según la forma prescripta 
por el santo Concilio Tridentino.111 El III Limense, comenzaba el tratamiento de las visitas 
señalando que ellas eran el “principal medio y fuerza” para conservar “el buen orden y disci-

105	 Smith (2008), págs. 58, 60.
106	 Mora Mérida (1980), pág. 60; Ramos (2016), págs. 56-57. 
107	 Cordero Fernández (2016), págs. 178-179.
108	 Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 11, pág. 134.
109	 Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 11 y 12, pág. 134. 
110	 I Concilio Limense, Segunda Parte “de lo que toca a los Españoles”; Constitución 50, en Vargas Ugarte 

(1951), pág. 67.
111	 II Concilio Limense, Primera parte, cap. 110, en Vargas Ugarte (1951), pág. 150 (pág. 238 en castellano).
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plina eclesiástica”.112 El III Mexicano, por su parte, estableció que, en adhesión a lo dispuesto 
en Trento, los obispos debía visitar su propia diócesis todos los años, o al menos cada dos 
años, haciéndolo pos sí mismos, o por visitadores de notoria sabiduría en caso de legítimo 
impedimento.113

Más allá de la noción amplia de averiguación general que justificaba el impulso de super-
visión del visitador, podemos distinguir dos tipos diferentes de inquisición en el contexto de 
una visita: aquella que se orientaba a sancionar las responsabilidades por excesos o inobser-
vancias de los deberes de los oficios; y la que se dirigía a castigar los pecados públicos y delitos 
contra la fe que el visitador podía advertir en el marco de su misión. En el primer caso, se 
hablaba de acusaciones, querellas o “capítulos” que, en el terreno indiano, adquirieron una 
connotación especial por su potencial función como remedios frente a los abusos cometidos 
sobre los naturales por los eclesiásticos, con independencia de las acciones que podían in-
terponerse en cualquier momento ante los ordinarios o, incluso, ante la jurisdicción real.114 

En el ámbito del poder temporal, el control de los oficiales tenía su instancia regular en 
los juicios de residencia. Murillo, en este punto, hace una fugaz mención al control de los 
oficios seculares, pero guarda silencio con respecto al control de oficios eclesiásticos. Se limita 
a señalar que cuando se procede a investigar a prelados o a regulares, no es necesario observar 
las solemnidades del derecho, es decir, las formas del procedimiento, salvo en lo relativo a las 
pruebas de la verdad.115 No menciona, dentro de este título, las normas que se habían estable-
cido en los siglos anteriores por los concilios americanos. El primero de Lima había dispuesto 
que los jueces, fiscales, notarios y demás oficiales eclesiásticos fueran visitados, al menos, cada 
dos años, debiendo ser castigados con todo rigor aquellos que “no fueren buenos jueces e 
oficiales”.116 El III Mexicano, a su vez, había ordenado que “los oficiales, vicarios, visitadores, 
fiscales, notarios, y otros empleados de los tribunales eclesiásticos” fueran visitados por lo 
menos cada tres años. El visitador podía determinar indemnizaciones por daños y perjuicios 
y privar del oficio al capitulado según la gravedad del delito.117

Dentro de este tipo de averiguaciones realizadas durante las visitas con el fin de controlar 
los oficios, merecen destacarse las medidas establecidas en el III Concilio Limense para re-
gular las acusaciones contra los doctrineros, orientadas especialmente a evitar acciones que 
atentaban contra el proceso de conversión y protección de los indios.118 El visitador debía 
proceder a realizar una información secreta, en ausencia del cura o persona visitada, para 
garantizar que los indios tuvieran “entera libertad” para expresar sus quejas o agravios. Si se 

112	 III Concilio Limense, Decretos de la Quarta Action, cap. 1, en Vargas Ugarte (1951), pág. 361.
113	 Concilio III Provincial Mexicano, Lib. III, tít., I, “De la visita de la propia provincial”, § I, pág. 174.
114	 Sobre el recurso de los indios tanto a la jurisdicción eclesiástica como real, Zaballa Beascoechea (2011), 

págs. 48-52. 
115	 Murillo Velarde, Cursus Iuris Canonici, Libro V, Tít. I. De accusationibus, Inquisitionibus, et Denun-

tiationibus, No. 15, pág. 136.
116	 I Concilio Limense, Segunda Parte “de lo que toca a los Españoles”; Constitución 53, en Vargas Ugarte 

(1951), pág. 69.
117	 Concilio III Provincial Mexicano, Lib. III, tít., I, “De la visita de la propia provincial”, § I, pág. 177.
118	 Cordero Fernández (2016), pág. 180.
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trataba de delitos graves, el visitador debía llevar adelante el proceso y remitirlo, junto con 
su parecer, al ordinario para que dictara la sentencia definitiva. Se conminaba con pena de 
excomunión al visitador que, por colusión o lenidad, disimulara este tipo de excesos.119

Por fuera de esa función de control de los oficios, la visita también podía dar lugar a pes-
quisas generales y especiales cuando, con el propósito de conservar la virtud de las comunida-
des, la actividad del visitador se dirigía a la represión de pecados públicos, escándalos y delitos 
de los fieles. En este aspecto, también el mundo americano constituyó un escenario particular 
debido al desarrollo de un tipo particular de visita destinado específicamente a la represión 
de delitos contra la fe cometidos por naturales. Como hemos dicho, hasta el establecimiento 
de los tribunales del Santo Oficio en las Indias (1571), los ordinarios americanos ejercieron 
por delegación del Inquisidor General, la potestad de instruir causas de fe de todos los fie-
les.120 De ella se valieron los obispos en los primeros años de la colonización para reprimir 
comportamientos irreligiosos de los conquistadores y para ejecutar las primeras campañas 
anti-idolátricas contra los indios.121 

Después de establecidos los tribunales del Santo Oficio en las Indias, los ordinarios ameri-
canos conservaron la potestad inquisitorial sólo con relación a los indios, lo que dio sustento 
a las llamadas visitas de idolatrías.122 La persecución de los indios por delitos contra la fe tuvo 
diversa intensidad, según épocas y contextos. En un primer momento, estas causas fueron 
objeto de un discurso que oscilaba entre la indulgencia paternal y la rigurosa represión. En 
las primeras instrucciones que la Corona había dado a las justicias seculares americanas, en 
1530, se disponía, por ejemplo, que si algunos indios decían ser “adivinos” se debía proceder 
primero con amonestaciones y conminaciones sin castigarlos. Del mismo modo, se decía 
que en casos de idolatrías, sacrificios, o bigamia, tratándose de indios ya bautizados, se debía 
procurar apartarlos de esas conductas, castigando sólo a “algunos de ellos para que los demás 
tomen ejemplo”.123 

Ese tipo de discurso indulgente fue compartido por teólogos y doctrineros durante la 
evangelización temprana, aunque las tendencias más rigurosas se impusieron después de 
Trento y de los concilios que receptaron sus disposiciones. A su vez, la reorganización del 
Perú emprendida por el Virrey Toledo en la década de 1570, alentó la puesta en práctica de 
una serie de acciones decididamente orientadas a la represión de las idolatrías atribuidas a 
los indios.124 Desde entonces, casuísticamente se desarrolló un tipo particular de visita ecle-
siástica cuya finalidad expresa consistía en “extirpar las idolatrías” de los indios. En 1610 el 
doctrinario y vicario Francisco de Ávila obtuvo el título de Visitador de idolatrías concedido 

119	 III Concilio Limense, Decretos de la Quarta Action, cap. 3, en Vargas Ugarte (1951), pág. 362.
120	 Medina (1945), págs. 12-13. 
121	 Sobre la historiografía en torno a las primeras campanas anti-idolátricas, véase Zaballa Beascoechea 

(2005), págs. 57 -78.
122	 Cordero Fernández (2016), pág. 179. Sobre la competencia de los ordinarios indianos, Traslosheros 

(2004), págs. 43-44.
123	 Zorita, Leyes y ordenanzas, Lib. III, tít. II, ley 1ª, Nº 25, pág. 220; Nº, 28, pág. 221 y Nº 29, pág. 221. 
124	 Cordero Fernández (2016), págs. 43-49. 
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por el Arzobispo Lobo Guerrero. Una Real Cédula de 1612 aprobó el plan para la erradica-
ción de las idolatrías y el sínodo celebrado en Lima, en 1613, proporcionó una regulación 
que convalidó las prácticas anteriores. En 1616 una nueva Real Cédula aprobó el plan de erra-
dicación propuesto por el Virrey Esquilache, que complementaría las visitas de idolatrías.125 
Los fundamentos y las normas para este tipo de visitas fueron sistematizados y actualizados 
por el Arzobispo de Lima, Pedro de Villagómez en una carta pastoral publicada en 1649.126

Si bien las visitas de idolatrías decayeron a finales del XVII, permanecieron como ins-
trumento jurídico del derecho canónico local hasta entrado el siglo XIX.127 Para el caso de 
Nueva España, algunos estudios recientes han destacado que tras las primeras campañas an-
ti-idolátricas realizadas por el obispo Zumárraga y el oidor Tello de Sandoval a mediados del 
siglo XVI (1530-1560), se sucedieron en México y Oaxaca una serie de ciclos represivos de las 
idolatrías de los indios que abarcaron parte de la segunda mitad del XVII (1650-1670) y casi 
toda la primera del XVIII (1700-1720; 1740-1760), presentando un claro declive hacia finales 
del periodo colonial.128 Aunque las visitas de idolatrías fueron producto de prácticas locales 
que marcaron el desarrollo de una particular experiencia según las diversas regiones, desde el 
punto de vista jurídico, su lógica respondía a la antigua noción de la inquisitio generalis que, 
a la postre, se situaba en la base de la propia concepción de la visita canónica como instru-
mento de disciplina.

6.	 Balance Historiográfico

Si bien el estudio histórico de la justicia es un campo que ha experimentado un notable 
desarrollo en los últimos años, con una intensa renovación en cuanto a perspectivas me-
todológicas (Lacchè/Meccarelli 2012), las referencias clásicas de la historia procesal siguen 
constituyendo el punto de partida necesario para comprender el sentido técnico-jurídico 
con que los términos acusación e inquisición fueron utilizados en el contexto que aquí nos 
interesa. De allí que hayamos optado por las obras de Esmein (1882) y de Salvioli (1969, ori-
ginalmente publicada en 1925) para los aspectos esenciales de la historia del proceso penal. 
Para una visión general del momento histórico y del significado de las reformas medievales, 
tanto en el derecho canónico como secular, pueden consultarse las páginas de Berman (1996), 
con todas las cautelas sobre los sesgos que afectan a esta obra, señalados en su momento por 
Bartolomé Clavero (1986).

125	 Garcia (2011); Guibovich Pérez (2011), Cordero Fernández (2011); Cordero Fernández (2016), 
págs. 211-249. 

126	 Villagómez, Carta Pastoral. Sobre el contexto que rodea la publicación de esta Carta Pastoral y para el 
análisis de su contenido, Cordero Fernández (2016), págs. 163-172; 264-275.

127	 Sobre la decadencia de su uso, Guibovich Pérez (2011), pág. 197. Sobre su persistencia como instrumen-
to jurídico local, Cordero Fernández (2016), pág. 175.

128	 Tavárez (2005), pág. 40; Tavárez (2009), pág. 58. 
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Para el orbe castellano, de estudio obligado para comprender la experiencia de la justicia 
colonial en Hispanoamérica, los trabajos Pérez Martín (1981; 1982; 1999) ofrecen enjundiosa 
información sobre la primera literatura procesal desarrollada a partir del modelo romano 
canónico. En cuanto a las primeras expresiones de la inquisitio, no pierde vigencia el señero 
trabajo de Cerdá Ruiz Funes (1962). Para el proceso penal en la tradición castellana bajome-
dieval y moderna contamos con el estudio ya clásico de Paz Alonso Romero (1982). Sobre el 
modo en que las reformas se hicieron eco en las leyes medievales castellanas, interesan los es-
tudios de Jesús Vallejo (1984; 1985) sobre el Fuero Real. Aunque haya pasado el tiempo, sigue 
siendo interesante el balance que este último autor hizo sobre la historiografía procesal en 
España (Vallejo, 1990). Para el desarrollo de la visita en Castilla, con importantes referencias 
al derecho canónico, Carlos Garriga (1991), así como su proyección indiana (1995), además 
de la relevancia procesal que tiene su estudio sobre la construcción de la mayoría de justicia 
según las Leyes del Estilo (Garriga, 2010). 

Para comprender la dinámica procesal en la que los términos acusación e inquisición fue-
ron utilizados en el derecho canónico durante el período colonial, más allá de las fuentes 
conciliares, sinodales y judiciales, las compilaciones de Ana Zaballa Beascoecha (2005; 2011) 
y la monografía de Jorge Traslosherros (2004) sobre la Audiencia del Arzobispado de México, 
ofrecen una variedad de estudios imprescindibles. Sobre las visitas canónicas, un panorama 
histórico con abundante información (aunque con las limitaciones propias de una historia 
hecha desde el punto de vista interno y con algún sesgo teleológico), lo ofrece el estudio de 
Gregory N. Smith (2008). Para su praxis colonial, deben considerarse, especialmente, el señe-
ro trabajo de José Luis Mora Mérida (1980), el más reciente trabajo de Gabriela Ramos (2016) 
y, sobre las visitas de idolatrías en particular, la monografía de Macarena Cordero Fernández 
(2016), donde se podrá tener un panorama amplio y actualizado de la bibliografía específica. 
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